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Introducción

La participación de las personas con discapacidad en todos los aspectos de una sociedad es un elemento que trae muchísimos beneficios para cualquier comunidad, que se nutre del ingenio, valor y trabajo de todos sus ciudadanos, pues  un país se enriquece económica y culturalmente del aporte que personas con diversas profesiones, talentos, ideas y soluciones de frente a las diferentes circunstancias que se les plantean. 
De igual forma de entiende que todo beneficio para esta población, es una ganancia para toda la sociedad, ya que la población con discapacidad forma parte del 100% de la población de cualquier país.
Específicamente La Convención sobre los Derechos Humanos de las Personas con Discapacidad que entro en vigor el 03 de mayo del 2008 (promulgada por el gobierno de Costa Rica mediante la ley 8661 el 29 de setiembre del 2008), es un instrumento de control que permite conocer el estado de las acciones en este tema a nivel país e internacionalmente, además de brindar pautas y marcar el camino de acción hacia este tema. Un avance histórico para esta población.

Esta Convención es un avance en el reconocimiento y la defensa de los derechos de las personas con discapacidad. Es una acción más del Estado costarricense en beneficio para la población con discapacidad, lo que muestra un interés oficial en generar legitimidad en las acciones dirigidas a exigir el cumplimiento de la legislación.

Asegurar y garantizar a las personas con discapacidad el acceso en igualdad de condiciones con los demás y sin discriminación son aspectos esenciales para el respeto de los derechos de esta población, esperemos que de informes como este, se logre generar buenas prácticas que lleven sistemáticamente a sociedades más inclusivas y accesibles para todos los ciudadanos.

El tema discapacidad debe ser contextualizado por el Estado como uno que asegure el respeto de los derechos inherentes de las personas, un tema transversal que debe ser analizado bajo conceptos de empoderamiento de esta población, para que cada día aumente su participación en la toma de decisiones de  las acciones que los afectan. Por consiguiente no es solo un asunto de Derechos Humanos, si no uno que fortalece la democracia y el ejercicio de la ciudadanía, por lo que se deben tener medidas más contundentes hacia las instituciones estatales y privadas, generando espacios universales que permitan que todas las personas puedan desarrollarse dentro de una sociedad inclusiva.

En el mismo orden de ideas se debe considerar que una democracia solo puede ser llamada de esta forma si está diseñada para el respeto de las minorías, si en su planteamiento permite un desarrollo de todas las personas sin discriminación.

El aislamiento de ciertas poblaciones a través de los años ha sido el obstáculo para lograr sociedades igualitarias y actualmente es celebrado cada vez que se permite que un grupo determinado alcance una igualdad con respecto a las otras personas de un país. Lo analizamos con el apartheid en África, con la igualdad de género y debe ser planteado para las personas con discapacidad.

Lograr articulación interinstitucional, como la que se presenta en esta actividad, es otro de los elementos de engranaje inicial que permiten fortalecer las acciones hacia esta población, trabajo coordinado y que logre sostenibilidad en el tiempo.

Más que brindarles una ayuda temporal les debemos ofrecer las herramientas, el asesoramiento y la capacitación para lograr el empoderamiento de este grupo de la población en la sociedad costarricense, ergo equiparación de oportunidades para una población que históricamente fue olvidada e inclusive aislada de la sociedad.

En este informe, se resume brevemente algunas de las acciones realizadas por el Estado costarricense con respecto a esta convención. Cabe destacar que a nivel de cooperación internacional se ejemplifica principalmente las acciones que ha desarrolla el CNREE con la cooperación japonesa JICA, específicamente en un elemento que tiene relación con el artículo 19 de este tratado, a saber: Derecho a vivir en forma independiente y a ser incluido en la comunidad, con un proyecto que se desarrolla en algunas zonas del país bajo el concepto de: desarrollo inclusivo con base comunitaria.
CNREE

El CNREE es la entidad rectora de políticas públicas acerca del tema discapacidad en Costa Rica. Esto significa que le CNREE elabora, dirige y evalúa la política en discapacidad del país y para ello ejerce un monitoreo constante del entorno político nacional,  con el propósito de tener la visión del todo y desde la perspectiva de los diferentes los actores y actoras. 
Por otra parte, le corresponde  educar e informar a la sociedad costarricense sobre el tema, para ello, trabaja arduamente en capacitar sobre discapacidad a toda la sociedad, especialmente a quienes les corresponde tomar decisiones políticas, es decir; decisiones orientadas al logro del bien común y en especial de la población con discapacidad. Para esto capacita e incide en la mayor cantidad de actores posibles del escenario político nacional, por lo que necesita estar en un proceso constante de modernización para llevar la vanguardia en el tema. 
Como rector, ejerce el liderazgo nacional en todo lo relativo a la discapacidad, promoviendo espacios de diálogo y argumentación, consensos que beneficien la consecución del respeto a los derechos y la dignidad de las personas con discapacidad.
 Además fiscaliza y exige que los derechos y deberes de las personas con discapacidad se cumplan. 
Históricamente las labores de apoyo o reivindicación de las personas con discapacidad no han tenido una respuesta Estatal clara, por lo que las ONGs y las propias personas con discapacidad y sus familias eran los llamados a luchar por el respeto de sus derechos. Es así como la promulgación de las leyes Nº 5347, 7600, 7948 y la 8661, así como algunas resoluciones, hace que sin lugar a dudas el  CNREE se convierta en una de las respuestas estatales para lograr acciones en beneficio de esta población.
Debido a lo anterior la configuración histórica del CNREE desde su creación en 1973 ha respondido a un contexto sociocultural concreto, en el que la Institución ha experimentado diversos procesos de cambio  indispensable para poder responder a las necesidades de las PCD, pasando en un primer momento de un modelo en el que se comprendía la discapacidad desde una perspectiva paradigmática médico biológico a un modelo social asistencialista hasta encaminarse  hoy día hacia un modelo enfocado en los Derechos Humanos. Es así como la institución está experimentando transformaciones que le enrumban hacia una rectoría temática fuerte, con un liderazgo sólido y definido, con posiciones de vanguardia y la superación de las muchas limitaciones que históricamente ha tenido una institución invisibilizada dentro de la estructura de poder nacional.
Esta razón explica que el tema discapacidad ha estado ausente de las agendas políticas nacionales, recientemente esto está cambiando, en gran parte por  el trabajo que realiza ahora el CNREE.
Por tanto si no se intenta mejorar tanto los procesos como el manejo conceptual del accionar nacional, se corre el riesgo de pérdida de legitimidad del gobierno y capacidad de acción ante los ciudadanos.
A nivel de la ciudadanía se tienen cuatro elementos fundamentales para mejorar la calidad de vida y tener así  una sociedad accesible sin discriminación: hacia las personas.
· El espacio físico, sin barreras físicas y con el diseño universal.

· El manejo de la imagen pública de las personas con discapacidad, pasando de la lastima a la de sujetos de derechos.

· El acceso a la información y con esta a los espacios de toma de decisiones sobre los aspectos que les atañen.

· Las políticas públicas  transversales y el respeto a la legislación (normativa vigente).

Existen 4 aspectos que se buscan para consolidar al CNREE y las acciones hacia las personas con discapacidad:
1. La cobertura, accesibilidad y universalización de los servicios básicos como la educación y la salud.
2. Mejorar y ampliar la oferta de trabajo, incluyendo adaptaciones en el puesto de trabajo, ya que el desempleo es uno de los problemas más acuciantes que afectan a las personas con discapacidad y causal directa de la condición de pobreza y vulnerabilidad de muchos de ellos. 

3. El acceso y la calidad de la información que reciben las personas con discapacidad. 

4. El mejoramiento en las condiciones de infraestructura y opciones de modalidades de transporte para facilitar  movilidad en el entorno para esta población.
        Temas fundamentales 

acerca de la discapacidad en Costa Rica
	Conceptos teóricos fundamentales
	Elementos diferenciadores del tema discapacidad
	Claves ciudadanía 

	· La discapacidad se aborda bajo el  enfoque de Derechos Humanos y no uno filantrópico o asistencialista.

· Ante un contexto cambiante y demandante, la modernización y mantener un modelo de calidad perfeccionado es fundamental para responder a las demandas social.

· La población con discapacidad es parte del 100% de la ciudadanía de un país, por lo que no se le debe apartar en guetos.

· La pobreza y la discapacidad son conceptos con una relación directa (círculo vicioso).

· Se debe potenciar el empoderamiento de las pcd para que sean ellos los que decidan acerca de su vida bajo modelos autosostenible (vida independiente y autonomía personal).

· Se debe rehabilitar para la inclusión social, en todos los ámbitos, no generar ayudas temporales que no son sostenibles.

	· Ley 7600. Ley igualdad de oportunidades para las personas con discapacidad.
· Ley 7948. Convención Interamericana para la Eliminación de Todas las Formas de Discriminación.
· Ley 866. Convención sobre los Derechos de las Personas con Discapacidad y su Protocolo.
· Diseño Universal, promoción y fiscalización.

· Accesibilidad.

· Educación e integración. 

· No discriminación.

· Calidad de vida.

· Ayudas técnicas, no caridad.

· Una acción que se realiza en la sociedad para mejorar su acceso o universalidad no solo ayuda a las pcd si no a toda la población.


	· Derechos del ciudadano en una sociedad igualitaria, donde no existen clases de ciudadanos o personas de segunda categoría.

· Transversalizar el enfoque de discapacidad en las leyes y políticas

· Democracia e igualdad.

· Se demostró que el tema discapacidad es relevante para el elector según las elecciones 2010.

· Alianzas con diferentes actores políticos, en diferentes escenarios.  Es necesario hacer un mapeo de actores para definir nuestras tácticas de trabajo con cada uno. Pero no ser partidarios recordar que somos parte del andamiaje del Estado, por lo que buscamos cambios dentro de esta estructura y no en oposición.

· Participación activa de PCD en procesos políticos y sociales.

· La única forma de lograr una sociedad igualitaria es disminuyendo los obstáculos políticos y sociales que se les ha impuesto a ciertos grupos, entre ellos a las pcd.


De las Medidas Claves para la Implementación de la Convención
Medidas fundamentales
Aprobación de la ley 8661: Específicamente La Convención sobre los Derechos Humanos de las Personas con Discapacidad que entro en vigor el 03 de mayo del 2008 (promulgada por el gobierno de Costa Rica mediante la ley 8661 el 29 de setiembre del 2008), es un instrumento de control  y que permite conocer el estado de las acciones en este tema a nivel país e internacionalmente, además de brindar pautas y marcar el camino de acción hacia este tema. Un avance histórico para esta población.

El Estado Costarricense cuenta con una normativa vigente que permite la correcta aplicación e implementación del artículo 33 de la Convención, entre esta normativa podemos citar la Ley 5347 y su reglamento que es la que crea el Consejo Nacional de Rehabilitación y Educación Especial y la Ley 7600 de “Igualdad de Oportunidades para las Personas con Discapacidad” y su reglamento, que le otorga a este ente competencias de rectoría.
El CNREE procura fortalecer su función  rectora mediante la actualización del marco jurídico institucional, a efecto de que el mismo le dote de las potestades necesarias para ejercer la fiscalización y el seguimiento de los derechos de las personas con discapacidad establecidos en la Convención.   De la misma forma la institución ha procurado un acercamiento con los diversos sectores políticos y Estatales para coordinar la implementación de políticas tendientes a dar cumplimiento a los derechos y garantías contemplados en la Convención sobre los Derechos de las Personas con Discapacidad.

Se ha incluido en todas las capacitaciones y asesorías dirigidas tanto a instituciones como municipalidades, como a personas con discapacidad y representantes de ONGs, la obligación del seguimiento en el cumplimiento de la Convención

Ejemplificación del estado de avance de algunos artículos fundamentales:

Artículo 19.

· Derecho a vivir de forma independiente y a ser incluido en la comunidad.  

El citado artículo hace referencia a los derechos civiles y políticos, los cuales tienen el fin fundamental de proteger al ser humano contra el abuso de un órgano público o de otra naturaleza.

Tiene una importancia mayor entendiendo que es en este ámbito principalmente en el cual los ciudadanos realizan las actividades diarias; es el espacio primario de movilización y el que tiene un efecto más concreto en la participación tanto política como social. Es donde se generan las primeras interacciones sociales y donde se da el proceso de integración que genera la identidad del ciudadano.

Se requiere para ello, el desarrollo de acciones enfocadas al ejercicio pleno de la ciudadanía y la participación activa en la vida política y pública, la organización de las personas con discapacidad y sus familias, como actores protagónicos de su propio desarrollo, como lo indica la Convención sobre los Derechos de las Personas con Discapacidad.

Con respecto a esto en la actualidad el CNREE se encuentra sumido en un proceso de revisión del Programa Servicios de Convivencia Familiar, el cual brinda alternativas residenciales y protección a 857 personas con discapacidad en condición de abandono y riesgo social.  Lo anterior con el fin de ajustarlo progresivamente a los mandatos de la Convención.  

Los procesos de asesoría, capacitación e información que desarrolla el CNREE y que están dirigidos a personas con discapacidad, se orientan bajo principios de autonomía personal y vida independiente y en los cuales el aspecto medular corresponde al enfoque de los derechos humanos, ya que este debe estar totalmente claro, primero, en las personas con discapacidad para que tengan conciencia de los mismos y a partir de ello, los exijan.

Además, el CNREE ofrece soporte económico para que las personas con discapacidad logren el acceso a servicios y apoyos diversos, contribuyendo así al desarrollo de sus capacidades individuales.

En este tema es importante mencionar la estrategia de abordaje que promueve el CNREE, la Rehabilitación Basada en la Comunidad (RBC), que se puede definir de la siguiente manera:

La RBC, es una estrategia de desarrollo comunitario, que tiene implícitas la equiparación de oportunidades y la reducción de la pobreza en procura de la construcción de comunidades inclusivas, en las que todas las personas, incluyendo las personas con discapacidad, puedan participar activamente de la vida social, política, económica y cultural de la comunidad. 

Como estrategia, su propuesta central es la organización y articulación de todos los actores sociales presentes en una comunidad con participación activa de las personas con discapacidad, sus familias y organizaciones y como esta procura desarrollo para todas las personas; la RBC debe ser entendida como Desarrollo Inclusivo Basado en Comunidad
Dentro del marco del Proyecto Kaloie (se analiza este ejemplo de cooperación internacional más adelante), actualmente existen tres comunidades que han conformado comisiones locales de RBC, una en Térraba, creada en el 2008, las otras dos en las comunidades de Puerto Jiménez y San Vito, ambas creadas en el año 2009; sobre el desarrollo de esta estrategia se han realizado otras acciones importantes para su implementación en la Región Brunca.

Para este fortalecimiento de la participación comunitaria es importante mencionar la reforma Ley Nº 7794, la cual conlleva la obligación de contar con una comisión permanente encargada de hacer cumplir la ley 7600 de Igualdad de Oportunidades para las Personas con Discapacidad.

Es un avance en el reconocimiento y la defensa de los derechos de las personas con discapacidad. Esta reforma es una acción más del Estado costarricense en beneficio para la población con discapacidad, lo que muestra un interés oficial en generar legitimidad en las acciones dirigidas a exigir el cumplimiento de la ley.

Mediante la reforma al artículo 13, se incluye en el Código Municipal la existencia obligada y permanente de una instancia denominada Comisión Municipal de Accesibilidad (Comad), “Al integrarlas, se procurará que participen en ellas todos los partidos políticos representados en el concejo” señala el artículo reformado.

Artículo 24:

· Los Estados Partes reconocen el derecho de las personas con discapacidad a la educación. Con miras a hacer efectivo este derecho sin discriminación y sobre la base de la igualdad de oportunidades, los Estados Partes asegurarán un sistema de educación inclusivo a todos los niveles así como la enseñanza a lo largo de la vida.

Este artículo se puede situar entre los artículos relacionados con los derechos económicos, sociales y culturales en el cual se garantice el desarrollo pleno de los Derechos Humanos.

Contar con una educación pública de calidad es una aspiración fundamental para el presente y futuro de las personas con discapacidad, determinado por la calidad humana y profesional de sus educadores y educadoras, por ello es necesario mejorar en forma sistemática la profesionalización de este recurso humano.

Asegurar y garantizar a las personas con discapacidad el acceso en igualdad de condiciones con los demás y sin discriminación a una educación inclusiva y de calidad incluyendo su ingreso, permanencia y progreso en el sistema educativo, que facilite su inserción productiva en todos los ámbitos de la sociedad son aspecto esenciales para el respeto de los derechos de las personas con discapacidad, esto les provee  herramientas para lograr su inserción en un mercado laboral y otros ámbitos sociales.

Entre las acciones realizadas nacionalmente el Ministerio de Educación Pública al 2009, considera que el reto que asume la educación costarricense es propiciar la inclusión en mayores espacios de participación de una manera técnica adecuada y sostenida, en la cual la formación tanto de docentes como de personal administrativo, desempeñen un papel preponderante para garantizar el respeto de los derechos de acceso a la educación de las niñas, niños, adolescentes y adultos con discapacidad.
En este ámbito se están fortaleciendo los servicios específicos como son las escuelas de educación especial y las aulas integradas. Además algunas acciones específicas en esa área son los nuevos planes de estudio, los programas curriculares y los centros de recurso.

La Política Nacional en Discapacidad del CNREE considera la educación el medio por el cual la población con discapacidad puede desarrollar y ampliar sus habilidades y destrezas,  acceder a su desarrollo inclusivo y exigir el cumplimiento de sus derechos.

Esta propuesta menciona que todas las instituciones educativas del país divulgarán y promoverán los derechos de las personas con discapacidad,  entre las y los estudiantes. 

Las instituciones educativas del sector público brindarán condiciones de accesibilidad y disponibilidad, aceptables y adaptables para todas las personas, especialmente aquellas con discapacidad que requieran de sus servicios.

Complementariamente a las acciones que directamente desarrolla el Ministerio de Educación Pública y el CENAREC, por su parte, en los últimos años el Instituto Nacional de Aprendizaje (INA), entidad pública responsable de la capacitación y formación para el empleo, ha ido adecuando sus programas de capacitación para tornarlos accesibles a las personas con discapacidad creando una unidad administrativa permanente, responsable de estas acciones. 

Más recientemente, en los años 2003–2006 ha ejecutado varios proyectos en diferentes áreas de accesibilidad como eliminación de barreras en el espacio físico. Su Comisión Institucional en Discapacidad impulsó un plan para la equiparación de oportunidades y se aplican múltiples adecuaciones curriculares.

Otro trabajo fundamental se ha centrado en la asesoría en ayudas técnicas, que ha permitido dar a conocer diferentes adaptaciones, desde baja tecnología hasta la domótica, con las cuales la población estudiantil con discapacidad puede apoyarse para tener acceso y permanecer con éxito dentro del sistema educativo.

Por último, la investigación como eje central en el proceso de aproximación a la realidad, ha sido implementada tomando en cuenta las diversidades contextuales que caracterizan a Costa Rica. Lo anterior se ha logrado, por medio del desarrollo de procesos investigativos  participativos que han permitido conocer en la práctica, la realidad de la inclusión educativa, con el fin de tomar decisiones tanto en el ámbito técnico  como de políticas pública educativas, que permitan transformarla con una base científica.

Por su parte, las cuatro grandes universidades públicas continúan fortaleciendo sus programas administrativos permanentes de servicios de apoyo (incluyendo: adecuaciones curriculares, intérpretes en lenguaje de Señas Costarricense, conversión de texto a Braille y audio, ayudas técnicas, bibliotecas y centros de documentación accesibles, rampas, elevadores, transporte en campus universitario, etc.) a las y los estudiantes con discapacidad, incrementándose, sostenidamente su matrícula, acceso, permanencia y promoción en la educación superior. 

Por ejemplo, en el año 2003, la Universidad Estatal a Distancia implementó un instrumento de investigación para evaluar el grado de conocimiento y sensibilización acerca del tema Discapacidad, realizó una evaluación del espacio físico y una propuesta para la accesibilidad a la información institucional, en cuenta de su portal WEB.

A nivel educativo nacional es importante mencionar la reforma realizada mediante el  Expediente Nº15.638, Reforma del artículo 78 de la Constitución Política para el Fortalecimiento del derecho a la Educación, en la cual se reforma el mencionado artículo, con el propósito que el gasto público destinado a la educación estatal, incluida la superior, no sea inferior al 8% anual del Producto Interno Bruto, de acuerdo con la Ley, sin perjuicio de lo ya establecido en los artículos 84 y 85 de esta Constitución.

Además, el estado facilitará el acceso tecnológico a todos los niveles de la educación, así como la prosecución de estudios superiores a quienes carezcan de recursos pecuniarios.

Artículo 11:

· Situaciones de riesgo y emergencias humanitarias. Los Estados Partes adoptarán, en virtud de las responsabilidades que les corresponden con arreglo al derecho internacional, y en concreto el derecho internacional humanitario y el derecho internacional de los derechos humanos, todas las medidas necesarias para garantizar la seguridad y la protección de las personas con discapacidad en situaciones de riesgo, incluidas situaciones de conflicto armado, emergencias humanitarias y desastres naturales.

Este artículo lo podemos situar entre las situaciones de atención particular, ya que aunque no son de carácter permanente  sí son de importancia en coyunturas específicas.

En esto tenemos acciones concretas realizadas por el CNRRE: para el terremoto ocurrido en la zona del Volcán Poas en el 2009, cantón del mismo nombre en la provincia de Alajuela,  como para la emergencia ocurrida debido a las erupciones del volcán Turrialba, el CNREE se dedicó de manera prioritaria a identificar a las personas con discapacidad víctimas del terremoto y sus necesidades para definir en forma conjunta y coordinada con las autoridades respectivas, las acciones a seguir para soportar las consecuencias de ambos eventos en la vida de las personas con discapacidad identificadas.

Específicamente, se coordinó con la Comisión Nacional de Emergencia y otras instituciones destacadas en la zona del desastre; se conformaron 3 brigadas de rescate, que incursionaron en la zona, haciendo visitas a las comunidades afectadas para la identificación de las necesidades más urgentes, identificándose 40 personas con discapacidad con pérdida total de pertenencias, trabajo, miembros de familia y con necesidades primarias urgentes; por lo que de forma inmediata se tomaron acciones para su compensación, coordinado con la Dirección General de Desarrollo Social y Asignaciones Familiares, la dotación de recursos financieros adicionales para entregar ayudas económicas a los afectados.   Dicha entrega se realizó en los últimos días del mes de enero y primeros días de febrero y se mantendrá hasta garantizar que las personas posean las condiciones necesarias para atender sus necesidades.

Con respecto a la emergencia presentada con el volcán Turrialba, se diseñó y aplicó una capacitación a las personas residentes y encargados en residencias u otras modalidades de atención brindadas por la sede Oriente del Consejo Nacional de Rehabilitación y Educación Especial, se mantuvo contacto directo con las residencias para que tuvieran alimentos no perecederos y agua almacenada.

Para estas acciones también se coordinó con la Comisión Nacional de Emergencias y se trasladó a la coordinadora de la sede de la Región Central al lugar, para capacitar acerca de la atención de personas con discapacidad en situaciones de emergencia.

Se presentó una gran dosis de coordinación interinstitucional, para tener preparados albergues, ayuda y  apoyo psicosocial, para brindar apoyo emocional a los pobladores, ya que tenían altas dosis de estrés, en los cuales participaron funcionarios del CNREE.

Es importante mencionar también el proceso de información y seguimiento que se le dio a la emergencia para mantener informadas a las personas con discapacidad y a la ciudadanía en general.

De los Desafíos y Obstáculos para la Plena Aplicación de la Convención
Existen diferentes niveles de obstáculos para la aplicación de esta convención, tenemos que primero situarnos en un contexto institucional que no permite fácilmente la reticulacion de legislación entre las instituciones, aunque se cree la ley lo difícil que es definir las acciones que deberán efectuar una u otra institución dificultan su implementación. Esto para citar algunos elementos a nivel de ordenamiento político y legal.

Otro elemento que dificulta la aplicación de esta convención es la poca cooperación internacional de la cual el país es parte, las ayudas están dirigidos a otros países en los cuales los niveles de calidad de vida son más bajos, lo que obstaculiza la obtención de ayudas internacionales que vendrían a suplir ciertas necesidades internas.

Otro nivel es la desinformación y la falta de apropiación del tema discapacidad por parte de la ciudadanía, lo que no permite ubicarlo como un elemento en el cual el ciudadano entienda la importancia de este tipo de legislación que viene a mejorar la vida de todas las personas.

Diagrama 1. Ejemplificación de obstáculos presentes para la consolidación del tema discapacidad
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A esto le debemos sumar elementos puntuales, tales como: económicos, falta de voluntad política, disputas partidarias que dificultan el avance de legislación. A continuación se desarrolla brevemente algunos de estos aspectos:
Desafíos y obstáculos. 
a) Falta de recursos y de voluntad política para consolidar las acciones, un tema olvidado por mucho tiempo por el sistema político y los actores que lo comprenden.
b) Realizar las reformas administrativas posibles (Directrices, Decretos Ejecutivos, Autónomos, y Autónomos de servicio) relacionados todos los anteriores con la forma de brindar servicios públicos.

c) Tramitar las derogaciones y reformas que de acuerdo al análisis del ordenamiento jurídico vigente así lo requieran para hacer posible la correcta implementación de la Convención y su Protocolo.

d) Promover y aprobar la creación de nuevas leyes que permitan la aplicación de la Convención y su Protocolo.
e) Realizar consultas a las Instituciones Estatales y Organizaciones No Gubernamentales que corresponda, así como a la población con discapacidad sobre los proyectos de ley que se impulsen para la aplicación de la Convención y su Protocolo.

f) Crear, modificar y promover programas inspirados en el texto y los principios de la nueva Convención y su Protocolo.

g) Crear, adoptar e incorporar en el quehacer del Estado políticas en materia de discapacidad.

h) Fortalecer a los Entes y Órganos Estatales responsables de velar por el desarrollo integral de las personas con discapacidad.

i) Crear un plan de acción a nivel nacional que permita verificar el cumplimiento efectivo de la normativa vigente sobre discapacidad.

j) Fortalecer la coordinación Interinstitucional en materia de discapacidad con la finalidad de hacer efectiva la aplicación de la Convención y su Protocolo.

k) Fortalecer a las organizaciones no gubernamentales de personas con discapacidad para que puedan tener una efectiva participación en la toma de decisiones sobre los asuntos que tienen que ver con el desarrollo integral de la población con discapacidad
.

De las Políticas y Directrices Nacionales en Apoyo de la Convención
La aprobación de la Convención en si es el elemento que articula este tema particular, en este caso mediante la ley 8661 a nivel nacional, genera compromiso a nivel interno en el país.
A continuación se mencionan algunos artículos de interés fundamental acerca de la convención a nivel de legislación nacional.

Marco legal: legislación por artículo de la Convención referente al CNREE

	Art. 7: Niños y niñas con discapacidad



	Acciones Realizadas


	Marco Jurídico Nacional que garantiza lo establecido en la Convención:

Primero: Artículo 51 de la Constitución Política que procura una protección especial del Estado para las madres, los niños, los ancianos y los enfermos desvalidos.

Segundo: Para el caso de los niños y niñas con discapacidad, el Artículo 55 de la Constitución Política establece que “La protección especial de la madre y del menor estará a cargo de una institución autónoma denominada Patronato Nacional de la Infancia, con la colaboración de las otras instituciones del Estado.”

Tercero: Pese a la autonomía de que goza el Patronato Nacional de la Infancia, el artículo 2, inciso a) la Ley de Igualdad de Oportunidades para las Personas con Discapacidad le encomienda al Estado, entre otras obligaciones, 

“Incluir en planes, políticas, programas y servicios de sus instituciones, los principios de igualdad de oportunidades y accesibilidad a los servicios que, con base en esta ley, se presten; así como desarrollar proyectos y acciones diferenciados que tomen en consideración el menor desarrollo relativo de las regiones y comunidades del país.” 
La norma en cuestión es complementada con lo dispuesto en el artículo 5 del Reglamento a la Ley de Igualdad de Oportunidades para las Personas con Discapacidad, Decreto Ejecutivo n.° 26831, del 23 de marzo de 1998, que encomienda al órgano rector en materia de discapacidad, la potestad de fiscalizar a todas las instituciones del Estado a fin que, según su campo de competencia, ofrezcan las oportunidades y condiciones necesarias para el cumplimiento de todos los derechos y deberes de las personas con discapacidad: 
“El ente rector en materia de discapacidad fiscalizará que todas las instituciones del Estado, según su campo de competencia, ofrezcan las oportunidades y condiciones necesarias para el cumplimiento de todos los derechos y deberes de las personas con discapacidad”. Lo subrayado no es del original. 
Por ello, a pesar de la independencia administrativa que el constituyente le garantizó al PANI y demás instituciones autónomas, en materia de discapacidad se encuentran sujetas a la fiscalización que ejerce el CNREE, de manera tal que en sus planes, políticas, programas y servicios incluyan los principios de igualdad de oportunidades y accesibilidad a efecto de que garanticen un desarrollo integral a la población con discapacidad, e n iguales condiciones de calidad, oportunidad, derechos y deberes que el resto de los habitantes. 
En conclusión: Existe una entidad específica encargada de garantizar que todos los niños y niñas con discapacidad gocen plenamente de sus derechos humanos y libertades fundamentales, y corresponde al Consejo Nacional de Rehabilitación en su condición de ente Rector en Discapacidad, fiscalizar que dicha entidad cumpla con esta garantía.


	Art. 9: Accesibilidad



	Acciones Realizadas


	1. Marco Jurídico Nacional que garantiza lo establecido en la Convención:

Entorno Físico:

La accesibilidad al entorno físico en el ordenamiento jurídico interno, se encuentra contemplada principalmente en la Ley de Igualdad de Oportunidades para las Personas con Discapacidad, Ley Nº 7600 y su Reglamento, la cual establece los principios para que este grupo de población puede tener una vida lo más independiente posible, de manera que su integración a la sociedad sea plena. Es claro que uno de ellos consiste en que la infraestructura de los edificios y espacios, especialmente aquellos en que se brinden servicios públicos, tengan previstas facilidades para el acceso de las personas con discapacidad.

En ese sentido, los artículos 41, 42, 43 y 44 de la Ley 7600 y los artículos 103 al 161 del Reglamento a dicha ley, establecen las especificaciones técnicas de accesibilidad que deben cumplir las edificaciones públicas y privadas que impliquen concurrencia de público y los proyectos de vivienda financiados con recursos públicos.

Específicamente, en el ámbito de la fiscalización, el artículo 103 del Reglamento a la Ley Nº 7600, establece que el Ministerio de Obras Públicas y Transportes, el Ministerio de Vivienda y Asentamientos Humanos, el Ministerio de Salud Pública, el Instituto Nacional de Vivienda y Urbanismo, las Municipalidades y demás entidades competentes de revisar planos y conceder permisos de construcción y remodelación o cualquier otra autorización similar, deberán controlar y fiscalizar que las disposiciones de accesibilidad establecidas en el ordenamiento jurídico se cumplan a cabalidad.

La Sala Constitucional de la Corte Suprema de Justicia ha jugado un papel determinante en la consecución de los derechos fundamentales de las personas con discapacidad, ya que mediante la aplicación de la Constitución Política y de los Tratados Internacionales se han pronunciado sobre casos concretos en los que se ponen en riesgo los derechos y garantías fundamentales de este grupo de población.



	Art. 10: Derecho a la vida



	Acciones Realizadas


	Marco Jurídico Nacional que garantiza lo establecido en la Convención:

La Sala Constitucional, en múltiples ocasiones, ha desarrollado los alcances del derecho protegido en el artículo 21 constitucional, reconociendo a la vida como el bien más importante que pueda y deba ser tutelado por el Ordenamiento, dándose incluso el rango de valor principal dentro de la escala de los derechos de la persona, lo que tiene su razón de ser en el hecho de que sin su disfrute los demás derechos resultan inútiles. En este sentido, la Constitución Política en su artículo 21 reconoce que la vida humana es inviolable, y de allí a la Sala Constitucional ha derivado el derecho a la salud como uno fundamental que desde todo punto de vista debe tutelarse en esa Jurisdicción, sin que exista entonces cuestionamiento alguno sobre la protección constitucional de este derecho fundamental, en la medida en que es inherente a la propia dignidad del ser humano. 

En el caso de las personas con discapacidad se promulgó la Ley 8387. Reforma del Código Penal, para endurecer las penas por sustracción y homicidio de niños, niñas, adolescentes y personas con discapacidad, ya que como se indica es el valor supremo que el Estado debe garantizar a todos los individuos independientemente de su condición.



	Art. 11: Situaciones de riesgo y emergencias humanitarias



	Acciones Realizadas


	1. Marco Jurídico Nacional que garantiza lo establecido en la Convención:

En abril de 2007 Costa Rica aprobó la Ley 8588, Ley de Aprobación del Nuevo Convenio Constitutivo del Centro de Coordinación para la Prevención de los Desastres Naturales en América Central (CEPREDENAC), el cual  procura la colaboración de los países centroamericanos para la reducción de vulnerabilidad y de impacto de desastres en la región.

En Costa Rica no existe normativa interna formal específica que aborde el tema de las personas con discapacidad en situaciones de catástrofe o emergencias humanitarias.   No obstante, la Defensoría de los Habitantes tuvo la oportunidad de abordar el tema de las situaciones de emergencia en las que se pueden encontrar las personas con discapacidad al pronunciarse sobre el peligro que enfrentan la población con discapacidad cuando se encuentran en edificios que no cuentan con facilidades de evacuación segura y cómoda. 

Durante una inspección realizada por esta Defensoría a la Clínica Marcial Fallas se constató, que la primera planta se encuentra en una especie de sótano, la cual carece de salidas de emergencia, debiendo subir al segundo piso para poder salir del edificio. O sea, que las personas con discapacidad tendrían mayores dificultades para salir de la Clínica en caso de algún percance, quedando expuesta su integridad a situaciones de inseguridad. Ello atenta contra lo dispuesto en la Convención Sobre los Derechos de las Personas con Discapacidad, la cual ha llamado la atención de los Estados miembros de la Organización de Naciones Unidas, a efecto de que tomen las medidas correspondientes para garantizar la seguridad de las personas con discapacidad en caso de estado de emergencia humanitaria y desastres naturales. 
En el marco de dicha investigación, la Defensoría de los Habitantes ha considerado que dicha previsión debe enmarcarse dentro del contexto costarricense, caracterizado por sufrir desastres naturales frecuentes, como sismos, inundaciones, derrumbes y huracanes, entre otros. Por ende, ha recomendado que el país debe tomar las medidas necesarias para incluir el tema de la discapacidad en los planes de atención de emergencias. 

Precisamente, a principios del 2009 Costa Rica se enfrentó a un terremoto que azotó varios cantones, concentrándose sus efectos principales en Poás de Alajuela y del cual muchas personas no han logrado superar la condición de damnificados, pues la pobreza y otros factores de exclusión se los impide, máxime cuando el Estado ha ofrecido soluciones, pero exigiendo requisitos burocráticos desalentadores y sin tomar en cuenta el trauma social y personal vivido.

Es ineludible la atención diferenciada por cuanto las personas con discapacidad tienen necesidades específicas para su movilización, que de no tomarse en consideración, atentan contra la seguridad, corriendo peligro su vida o su integridad física.  En ese sentido el CNREE durante situaciones de emergencia como la ocurrida en el cantón de Poas, ha procurado destinar atención y recursos a las personas con discapacidad de la zona que resultaron damnificadas, sin embargo, por disposición de la normativa costarricense, todos los recursos destinados a la atención de emergencias deben ser gestionados a través de la Comisión Nacional de Emergencias, la cual no contempla dentro de su normativa acciones ý condiciones específicas para la población con discapacidad.



	Art. 12: Igual reconocimiento como persona ante la ley



	Acciones Realizadas


	Marco Jurídico Nacional que garantiza lo establecido en la Convención:

El derecho de igualdad de la población con discapacidad es un derecho fundamental contemplado en el artículo 33 de la Constitución Política de Costa Rica y en el artículo 3 de la Ley de Igualdad de Oportunidades para las Personas con Discapacidad.  Este derecho resulta transversal a todos los ámbitos de la actividad humana, razón por la cual se han introducido una serie de reformas al ordenamiento jurídico que garanticen la igualdad, verbigracia:

1. Artículos 412 y 413 del Código de Comercio, que dispone que al consignar por escrito un contrato esta disposición aplica también al braille, y que la personas ciegas podrán firmar un contrato por sus propios medios con la asistencia de dos testigos.

2. Artículo 115 Código Procesal Civil, dispone que la persona ciega firmará como parte en el proceso por su propia cuenta con la asistencia de dos testigos.

3. Artículo 86 Ley de Notariado, que dispone que los testimonios de las escrituras deberán expedirse en braille para las personas que lo requieran.

4. Reglamento sobre la utilización de vehículos para pruebas prácticas de manejo, el cual en su artículo 13 establece que las personas con discapacidad podrán realizar la prueba de manejo en vehículos especialmente adaptados.

5. Ley 8306, para garantizar el acceso de personas con discapacidad a espectáculos públicos.

6. Directriz Nº 27, que exhorta la creación de Comisiones Institucionales de Discapacidad y procura garantizar el cumplimiento de los derechos de las personas con discapacidad.




	Art. 16: Protección contra explotación, la violencia y el abuso



	Acciones Realizadas


	Marco Jurídico Nacional que garantiza lo establecido en la Convención:

El artículo 172 del Código Penal, reformado en abril del 2009 establece penas de 6 a 10 años por el desplazamiento de personas a través de las fronteras con fines de explotación.

Asimismo el artículo 1º de la Ley Contra la Violencia Doméstica señala que a los jueces les corresponderá brindar protección especial a las personas con discapacidad, tomando en cuenta las situaciones específicas de cada uno.  Esa misma normativa en su artículo 24 establece que corresponderá a los entes rectores en materia de discapacidad y tercera edad, formular y coordinar políticas públicas para prevenir y atender casos de violencia intrafamiliar contra personas con discapacidad o personas de sesenta años o más.

De igual forma el Reglamento a la Ley de Igualdad de Oportunidades para las Personas con Discapacidad establece que el Centro Nacional para el Desarrollo de la Mujer y la Familia formulará y coordinará -en conjunto con el ente rector en materia de discapacidad- políticas para prevenir y atender los casos de violencia intrafamiliar contra personas con discapacidad.

Finalmente, indicamos que mediante norma Nº 8688, se promulgó la Ley de Creación del Sistema Nacional para la Atención y Prevención de la Violencia contra las Mujeres y la Violencia Intrafamiliar, de la cual el ente rector en discapacidad forma parte y que procura brindar, a las personas afectadas por violencia intrafamiliar, atención integral que les permita mejorar su situación, así como la recuperación y la construcción de un nuevo proyecto de vida. 


	Art. 17: Protección de la integridad personal



	Acciones Realizadas


	1. Marco Jurídico Nacional que garantiza lo establecido en la Convención:

En este aspecto es fundamental el tema del consentimiento informado, el cual procura que las personas usuarias de los servicios de salud, incluidas las personas con discapacidad, cuenten con la información suficiente sobre las alternativas y los tratamientos que eventualmente se le podrían practicar y las posibles consecuencias de los mismos, antes de tomar una decisión.

En ese sentido, el artículo 10 de la Ley General de Salud dispone que toda persona tiene el derecho de obtener de los funcionarios competentes la debida información y las instrucciones adecuadas sobre asuntos, acciones y prácticas conducentes a la promoción de la salud personal.

Por su parte el Reglamento del Seguro de Salud de la Caja Costarricense de Seguro Social en su artículo 75 inciso b) indica que el asegurado tiene derecho a recibir información precisa y clara de su condición de salud así como las implicaciones de las diferentes alternativas de tratamiento que podría ser sometido.

En concordancia con lo anterior, la Ley de Igualdad de Oportunidades para las Personas con Discapacidad en su artículo 50 señala que las instituciones públicas y privadas deben garantizar que la información dirigida a se adapte a las necesidades particulares de las personas con discapacidad.  Por ello, en el caso de este grupo de población la información requerida para el otorgamiento del consentimiento informado debe ser accesible, y de esta manera se garantiza que no se practiquen tratamientos arbitrarios que atenten contra la integridad y la vida de las personas.




	Art. 18: Libertad de desplazamiento y nacionalidad



	Acciones Realizadas

	Marco Jurídico Nacional que garantiza lo establecido en la Convención:

En el ámbito de la nacionalidad no se ha emitido normativa, sin embargo a raíz de una disposición de la Sala Constitucional el Tribunal Supremo de Elecciones dispuso que a partir del 2010 todos los documentos de identificación tendrán distintivos en braille que facilitarán su reconocimiento ante la población con algún tipo de discapacidad visual. 

Con este nuevo dispositivo, los usuarios podrán notar -viendo la cédula de frente- en su parte superior izquierda un relieve en braille que serán las siglas del órgano electoral “TSE”. En la cubierta frontal se sentirá un relieve mientras que en la parte posterior se percibirán perforaciones, que servirá para que las personas no videntes que desconocen el lenguaje braille puedan aún así identificar el frente y el reverso de la cédula de identidad. Además, debajo de la fotografía de la cédula, se encontrará otro dispositivo nuevo constituido por el número de cédula identidad.

Otra medida asumida por el Tribunal Supremo de Elecciones para beneficiar a la población con discapacidad es la tramitación de los documentos de identidad a domicilio, para lo cual funcionarios del TSE se trasladan al domicilio de la persona para tomar los datos y la fotografía del solicitante, y se ofrece el servicio de entrega de cédulas al domicilio inicial indicado. 


	Art. 19: Derecho a vivir de forma independiente y a ser incluido en la comunidad



	Acciones Realizadas


	1. Marco Jurídico Nacional que garantiza lo establecido en la Convención:

La Ley de Igualdad de Oportunidades para las Personas con Discapacidad en su artículo 4 establece que es obligación del Estado Costarricense garantizar por medio de las instituciones correspondientes los servicios de apoyo requeridos por las personas con discapacidad para facilitar su permanencia en familia.

En ausencia de un núcleo familiar, el artículo 22 del Reglamento a la Ley de Igualdad de Oportunidades para las Personas con Discapacidad, establece que el ente rector en discapacidad en coordinación con otras entidades del Estado promoverán y apoyarán la autogestión de los servicios sustitutivos no segregados de cuido familiar.  Dichos servicios deben garantizar la convivencia familiar y la inserción social de la persona, a fin de que no se promueva la segregación.


	Art. 20: Movilidad personal



	Acciones Realizadas


	1. Marco Jurídico Nacional que garantiza lo establecido en la Convención:

Este derecho se encuentra íntimamente ligado al diseño universal y a la accesibilidad al entorno físico, el cual como indicamos, se encuentra contemplado principalmente en la Ley de Igualdad de Oportunidades para las Personas con Discapacidad, Ley Nº 7600 y su Reglamento, la cual establece los principios para que este grupo de población puede tener una vida lo más independiente posible, de manera que su integración a la sociedad sea plena. Es claro que uno de ellos consiste en que la infraestructura de los edificios y espacios, especialmente aquellos en que se brinden servicios públicos, tengan previstas facilidades para el acceso de las personas con discapacidad.

En ese sentido, los artículos 41, 42, 43 y 44 de la Ley 7600 y los artículos 103 al 161 del Reglamento a dicha ley, establecen las especificaciones técnicas de accesibilidad que deben cumplir las edificaciones públicas y privadas que impliquen concurrencia de público y los proyectos de vivienda financiados con recursos públicos.


	Art. 21: Libertad de expresión, de opinión y acceso a la información



	Acciones Realizadas


	1. Marco Jurídico Nacional que garantiza lo establecido en la Convención:

El derecho a la información de las personas con discapacidad se encuentra consagrado en los artículos 50 y 51 de la Ley de Igualdad de Oportunidades para las Personas con Discapacidad, los cuales señalan que la información dirigida al público por entidades públicas y privadas debe ser accesible a todas las personas, y que los programas informativos trasmitidos por las canales de televisión deben contar con los servicios de apoyo para garantizar a las personas con deficiencias auditivas su derecho a informarse.  Dicha garantía a sido desarrollada por la Sala Constitucional en la sentencia 7275-03, la cual dispone lo siguiente:

“…Dos nociones merecen precisarse con el fin de examinar la pretensión del actor. La primera de ellas es la del derecho de información. Este derecho en relación con el caso específico de quienes sufren de alguna forma de discapacidad aparece reconocido, en el derecho internacional, en las Normas Uniformes sobre la equiparación de oportunidades para las personas con discapacidad de las Naciones Unidas (resolución 48/96, del 20 de diciembre de 1993), las cuales al referirse en su artículo 5 a las posibilidades de acceso a diferentes servicios aluden en el inciso b) al acceso a la información y la comunicación. El parágrafo 6 de esta norma señala que:
 “Los Estados deben elaborar estrategias para que los servicios de información y documentación sean accesibles a diferentes grupos de personas con discapacidad (...) deben utilizarse tecnologías apropiadas para proporcionar acceso a la información oral a las personas con deficiencias auditivas o dificultades de comprensión.” 
 mientras que el punto 9 dispone:
 “Los Estados deben estimular a los medios de información, en especial a la televisión, la radio y los periódicos, a que hagan accesibles sus servicios.” 
 Y con ellas se pretende concretizar el derecho que, en términos mucho más genéricos, prevé la Convención interamericana para la eliminación de todas las formas de discriminación contra las personas con discapacidad (artículos I.2, II, III) que persigue suprimir las distinciones, exclusiones o restricciones a las que se ven sometidas estas personas, promoviendo su plena integración en la sociedad. Esto, partiendo de que las dificultades que enfrentan las personas sordas para acceder a la información que se difunde por la televisión constituye un obstáculo significativo para su incorporación en términos de igualdad en la vida social. 
 III.- De conformidad con la sentencia número 6732-98 de las 15:18 horas  del 18 de setiembre de 1998 de este Tribunal, en el derecho constitucional interno esta preocupación ocupa también una plaza relevante:
 “La Sala entiende que esta normativa tiene sustento fundamental en los artículos 33, 50, 51 y 67 de la Constitución Política, de manera que su dictado, más que un contenido meramente programático, implica la ejecución real de principios básicos para permitir el desarrollo moral, físico, intelectual y espiritual de las personas con discapacidad física. Es en realidad, la creación de un sistema de actualización y de promoción de las condiciones necesarias para que las personas con discapacidad alcancen su plena participación social (artículo 3 inciso a) de la Ley 7600) y por ello, el incumplimiento de sus disposiciones, implica una violación flagrante de los derechos fundamentales de las personas con discapacidad.” (En el mismo sentido ver la sentencia número 2002-09233 de las 10:56 horas del 20 de setiembre de 2002).
 IV.- En segundo término, es fundamental para la decisión del amparo la definición del término programa informativo. Este puede entenderse básicamente en dos sentidos. Desde una óptica restringida “programa informativo” comprendería únicamente los espacios noticiosos. Pero en sentido amplio, puede querer decir muchas otras cosas. Información, según la XXIa edición del Diccionario de la Real Academia (sétima acepción) es la “comunicación o adquisición de conocimientos que permiten ampliar o precisar los que se poseen sobre una materia determinada”, con lo que podría establecerse un punto de referencia con prácticamente cualquier programa de televisión. Así, emisiones que aparecen conceptualmente tan lejanas de los noticieros, como las telenovelas o los dibujos animados, pueden reconducirse a la definición anteriormente citada, si se les considera como medios para ampliar o precisar conocimientos en las materias sobre las cuales ellos versan. No obstante cuando el legislador, en el artículo 51 de la Ley citada, utilizó el calificativo “informativo” lo hizo con el fin evidente de referirse a una categoría concreta de programa de televisión. Si su intención hubiera sido la de obligar a los medios de comunicación a adaptar toda su programación a las necesidades especiales de las personas sordas, simplemente habría omitido cualquier especificación sobre el contenido de la emisión.  
 V.- Ahora bien, entre el sentido estricto y el amplísimo que acaba de darse a la noción de programa informativo, esta Sala intentó establecer una definición intermedia a través la resolución número 2002-5974 de las 11:20 horas del 14 de junio del 2002 en los siguientes términos: 
 “A juicio de este Tribunal, la obligación contenida en el artículo 51 de la Ley de Igualdad de Oportunidades para las Personas con Discapacidad abarca no sólo los noticieros, pues evidentemente la expresión "programas informativos" es más amplia, e incluye no sólo los espacios televisivos que difunden hechos, noticias acaecidas en el país o en cualquier parte del mundo, sino que además abarca los espacios destinados a difundir criterios de especialistas en diversas ramas del conocimiento mediante entrevistas y coloquios televisivos, o bien a formar opinión pública respecto a temas de interés nacional e internacional. Ello se refuerza si se atiende a uno de los objetivos de la ley, que es el de servir de instrumento a las personas con discapacidad para que alcancen su máximo desarrollo, su plena participación social, así como el ejercicio de los derechos y deberes establecidos en nuestro sistema jurídico.  El efectivo acceso a la información para las personas con falta de capacidad auditiva es indispensable para su inserción exitosa en el mercado laboral, y, en general, para lograr una armoniosa integración social.” (el destacado no es del original).
 Mientras que en la número 2002-9233 de las 10:56 horas del 20 de setiembre de 2002 se indicó:
 “En criterio de la Sala, la obligación contenida en el numeral 51 de la Ley de Igualdad de Oportunidades para las Personas con Discapacidad no puede ser encuadrada solamente a los programas de noticias, pues la expresión “programas informativos” es mucho más amplia e incluye también los espacios destinados a difundir cualquier tipo de información que lleve a una generalidad de personas a formar criterio sobre determinada materia.”
 Decisiones de las que se retiene únicamente la delimitación efectuada por la primera, pues en el caso de la sentencia número 2002-9233 al hablarse de “espacios destinados a difundir cualquier tipo de información que lleve a una generalidad de personas a formar criterio sobre determinada materia” se cae en un campo en el que no es posible establecer ningún tipo de límites, como se explicó arriba. Por el contrario la referencia a “espacios destinados a difundir criterios de especialistas en diversas ramas del conocimiento mediante entrevistas y coloquios televisivos, o bien a formar opinión pública respecto a temas de interés nacional e internacional” (sentencia 2002-5974) posee contornos más precisos, que es posible extrapolar a la situación que ahora se plantea.
 VI.- El recurrente en su pretensión alude a doce distintos programas televisivos y aclara que se trata de aquellos de los que él tiene conocimiento y que, a su juicio, son de carácter informativo. Que la lista que levanta no prejuzga sobre la eventualidad de otros programas de la misma línea que podría de oficio determinar este Tribunal e incluir en la estimatoria del recurso. Asumida en todas sus consecuencias, la petición del actor implicaría la revisión de la programación completa de los diferentes canales de televisión y la clasificación, por parte de esta Sala, de aquellos programas de carácter informativo, con la correspondiente obligación para el medio de comunicación de hacer accesible la emisión a las personas sordas. Este ejercicio, por una parte, resulta a todas luces ajeno al carácter sumario del recurso de amparo, así como a la función jurisdiccional de este órgano y no podría la Sala, por otra, obligar al actor o a quienes se encuentren en una situación similar a la suya a interponer un nuevo recurso por cada programa que consideren se ajuste a los parámetros dados por esta Jurisdicción, pues se contravendrían los principios de celeridad e informalidad propios de la Justicia Constitucional (artículos 8 y 38 de la Ley de la Jurisdicción Constitucional). 
 VII.- Partiendo de que la noción de programa informativo del artículo 51 de la Ley de Igualdad de Oportunidades para las Personas con Discapacidad no es tan limitada como para abarcar solo a los noticieros ni tan extensa como para incluir la programación íntegra de un canal de televisión y que a la vez resulta altamente voluble, este Tribunal opta por estimar el recurso, en la medida en que el derecho fundamental a la información se lesionó, pues obligaba a los recurridos a facilitar a las personas sordas la comprensión de parte de los programas diversos de los noticieros. Tal estimatoria tiene como consecuencia que cada canal recurrido deberá transmitir de manera accesible para las personas sordas, además de sus noticieros, tres programas que se difundan al menos una vez cada semana y que cumplan alguna o varias de las condiciones enunciadas en la sentencia 2002-5974, es decir, que se trate de espacios destinados a difundir criterios de especialistas en diversas ramas del conocimiento mediante entrevistas y coloquios televisivos, o bien a formar opinión pública respecto a temas de interés nacional e internacional. En el plazo de un mes a partir de la comunicación de esta sentencia deberán hacer las modificaciones del caso para empezar a transmitir ese grupo de emisiones de modo que sean inteligibles para las personas sordas, así como poner en conocimiento de este Tribunal los programas que han seleccionado, su contenido, horario, duración y la fecha a partir de la cual se comenzaron a presentar con las variaciones dichas…”


	Art. 23: Respeto del hogar y la familia



	Acciones Realizadas


	1. Marco Jurídico Nacional que garantiza lo establecido en la Convención:

El artículo 51 de la Constitución Política dispone que la familia como elemento natural y fundamento de la sociedad tendrá derecho a la protección especial del Estado.  Dicha protección especial involucra además a las personas con discapacidad.

La Ley de Igualdad de Oportunidades para las Personas con Discapacidad en su artículo 4 incisos g) y h) disponen que es obligación del Estado procurar los servicios de apoyo para que a las personas con discapacidad se les facilite su permanencia en la familia; y además garantizar que las personas con discapacidad en abandono, agredidas o tratadas con negligencia, que no cuenten con una familia, tengan acceso a los medios que les permitan ejercer su autonomía y desarrollar una vida digna.

En cuanto al derecho al matrimonio, a la planificación familiar y a la permanencia de los menores en familia, el ordenamiento jurídico costarricense no prevé disposiciones específicas relacionadas con la población con discapacidad, sin embargo por tratarse de derechos fundamentales, el Estado debe procurar su ejercicio ilimitado por parte de todas las personas.


	Art. 28: Nivel de vida adecuado y protección social



	Acciones Realizadas


	Marco Jurídico Nacional que garantiza lo establecido en la Convención:

La Ley de Desarrollo Social y Asignaciones Familiares a través del Consejo Nacional de Rehabilitación y Educación Especial (CNREE), destina un monto anual para la atención de necesidades derivadas de la discapacidad a personas en condición de pobreza.  Dicha partida es distribuida por el CNREE en todas las regiones del país mediante subsidios trasladados a los beneficiarios.

Asimismo, a instancia del CNREE se ha ido incorporando en los estudios socioeconómicos requeridos para el otorgamiento de prestaciones estatales a personas con discapacidad, la denominada “Canasta Básica de la Discapacidad”, la cual es una variable que une la condición de pobreza a la condición de discapacidad, como una doble circunstancia que afecta el desarrollo de la persona.


	Art. 29: Participación en la vida política y pública



	Acciones Realizadas


	1. Marco Jurídico Nacional que garantiza lo establecido en la Convención:

El Tribunal Supremo de Elecciones (TSE) con la colaboración del Consejo Nacional de Rehabilitación y Educación Especial (CNREE), ente rector en discapacidad, ha logrado plasmar en el decreto 08-2009, el cual procura lograr la accesibilidad de las personas con discapacidad a los procesos electorales.  Dicho Decreto contempla una serie de ayudas técnicas que permitirán el ejercicio del derecho al voto para las personas  con discapacidad entre ellas: 

a)  Voto público: El votante manifestará ante los miembros de la Junta Receptora de Votos su intención de votar públicamente, de forma tal que el Presidente de la junta marque las papeletas conforme se lo indique el elector.

b)  Voto asistido: El votante ingresará al recinto secreto en compañía de otro costarricense mayor de edad de su confianza, quien le ayudará a ejercer el voto marcando la opción que le indique el elector.  


a)  Plantilla para votar: Las personas no videntes, con baja visión o con cualquier otra situación física que les dificulte votar, podrán solicitar las plantillas para votar que contienen indicaciones en Braille para que introduzcan en éstas las papeletas y puedan de esta forma votar a solas.


b)  Lupa: Las personas con baja visión podrán solicitar una lupa para que se les facilite observar la papeleta y emitir el voto en forma independiente.

c)  Prensa: Las personas con algún tipo de deficiencia en su sistema músculo- esquelético, adultos mayores o personas con cualquier situación de discapacidad, podrán solicitar una prensa que les permitirá fijar las papeletas a la mesa, a los efectos de poder emitir el sufragio a solas, dentro del recinto secreto.

d)  Mampara especial: A las personas que ingresen al recinto secreto en sillas de ruedas se les colocará, sobre sus piernas, una mampara especial de manera que puedan emitir su voto a solas.


	Art. 31: Recopilación de datos y estadísticas



	Acciones Realizadas


	1. Marco Jurídico Nacional que garantiza lo establecido en la Convención:

Por la intervención del CNREE por primera vez en la historia el Instituto Nacional de Estadística y Censos (INEC) procedió a incorporar la variable de discapacidad en el censo de población que se proyecta realizar en el año 2011.  De esta manera se espera contar con información útil y actualizada sobre la discapacidad, las regiones con mayor incidencia de discapacidad y otros factores que coadyuven con la toma de decisiones y el direccionamiento de recursos para este grupo de población.


	Art. 33: Aplicación y seguimiento nacionales



	Acciones Realizadas


	El CNREE procura fortalecer su función  rectora mediante la actualización del marco jurídico institucional, a efecto de que el mismo le dote de las potestades necesarias para ejercer la fiscalización y el seguimiento de los derechos de las personas con discapacidad establecidos en la Convención.   De la misma forma la institución ha procurado un acercamiento con los diversos sectores políticos y Estatales para coordinar la implementación de políticas tendientes a dar cumplimiento a los derechos y garantías contemplados en la Convención sobre los Derechos de las Personas con Discapacidad.




De la Cooperación Internacional Actual, su relación con la Convención y del Impacto en la Promoción e Implementación de la misma.
A nivel institucional es importante mencionar en este apartado, las estrategias manejadas para propiciar la implementación de la convención en el CNREE,  al consolidarse estos procesos a nivel de la  rectoría, se espera que sea otro paso para la fiscalización de este tratado en otras instituciones y en general en el país, lo que facilite su implementación. 
Además de esto, otro efecto esperado es la consolidación de una estrategia país acerca de la cooperación internacional, esto potenciado por un accionar interinstitucional consolidado y articulado.

Se espera que la concreción de esta estrategia se de después de un consenso de los temas claves en los cuales se debe buscar cooperación internacional, mediante la negociación y análisis de las instituciones involucradas esto con un apoyo técnico de la institución rectora.

Hasta que se presente esta consolidación institucional y a nivel país, es complicado tener un panorama claro del impacto de la cooperación internacional en la implementación de esta convención, a lo que podemos remitir es a planes específicos y muchas veces desarticulados que se realizan con agencias de cooperación especifica.

La importancia de la implementación de la convención y su base teóricas, es que se maneje la cooperación internacional para empoderar a las  personas con discapacidad mediante procesos de autogestión y que se deje de lado las ayudas de carácter caritativo o con una visión asistencialista. 

El enfoque de Derechos Humanos se debe de mantener y que de esta manera sean las personas con discapacidad las que decidan acerca de las acciones que les afectan. Como bien se fundamento en la elaboración de la convención: Nada acerca de las personas con discapacidad sin las personas con discapacidad.
Es por esto que uno de los objetivos principales de la institución que se refleja tanto en el  Programa Operativo Institucional como en el Plan Estratégico  Institucional, es el siguiente:
Realizar todas las acciones -que como ente rector en discapacidad le corresponden-  para impulsar la implantación de la Ley 8661 Convención de Derechos de las Personas con Discapacidad, por parte de las instituciones estatales, las organizaciones privadas y la sociedad en general.
Específicamente en acciones concretas, podemos citar el programa: 
Promoción y Exigibilidad de Derechos de las Personas con Discapacidad.
Programa que promueve servicios para la exigibilidad y defensa de los derechos de las personas con discapacidad.
El cual tiene dos objetivos específicos:  
· Contribuir al proceso de desarrollo inclusivo, construcción y exigibilidad de derechos, a  la accesibilidad de los mecanismos de garantía y por ende al mejoramiento de las condiciones de vida de las personas con discapacidad, sus familias y organizaciones, mediante la asesoría, coordinación y fiscalización del cumplimiento del ordenamiento jurídico y los tratados internacionales.

· Facilitar la autonomía personal y el mejoramiento de las condiciones de vida de las personas con discapacidad que se encuentran en condición de pobreza, abandono, vulnerabilidad, riesgo y exclusión social, por medio del otorgamiento de prestación social y económica.

Con los cuales se busca beneficiar a la siguiente población:
Instituciones Públicas, Municipalidades, Poderes de la República y entes públicos no estatales. Sujetos y organizaciones  privadas que proveen servicios de interés público. Organismos internacionales. Población con discapacidad, sus familias y organizaciones.

Además de esto, en el Plan Estratégico de la institución, las estrategias maestras se convierten en elementos para el cumplimiento de la legislación y su consolidación a nivel de la institucionalidad nacional.
La primera estrategia maestra: Marco Legal Armonizado, menciona lo siguiente: 
· Impulsar proyectos que modifiquen la Ley de creación del Consejo Nacional de Rehabilitación y Educación Especial y fortalecer la Ley 7600 para lograr el alineamiento con la Convención sobre los Derechos de las Personas con Discapacidad.
En la estrategia maestra tres: Implementación  de un proceso de promoción y mercadotecnia social para fortalecer el posicionamiento del CNREE, se menciona lo siguiente:
· Posicionar el valor social del CNREE y los beneficios de la sociedad costarricense, al cumplir sosteniblemente la Convención sobre los Derechos de las Personas con Discapacidad. Con el cual se espera: El desarrollo de un  Plan de Mercadeo Social para favorecer y promover los derechos de las personas con discapacidad

Específicamente a nivel internacional, como se ha analizado por diversas instituciones nacionales y en casos concretos por parte del Ministerio de Planificación y Política Económica, el Estado costarricense ha fallado a la hora de fijar sus prioridades acerca de en cuales temas o grandes áreas se debe pedir cooperación:  Si de fijación de prioridades se trata, la cooperación internacional es otro de los temas que no ha respondido a un criterio de esta naturaleza, en términos de definición de las áreas en que el Estado requiere de la ayuda internacional
. 
Es por esto que uno de los grandes retos es: fortalecer los mecanismos de coordinación entre donantes y receptores de cooperación internacional, mediante la implementación, entre otros, de mesas de donantes y la reactivación de los programas fronterizos tales como el Convenio Fronterizo Costa Rica-Panamá y el Programa de Desarrollo Fronterizo Costa Rica-Nicaragua
.

A manera de ejemplo de lo que se ha venido realizando a nivel de cooperación internacional, se tiene que mencionar las acciones que se están desarrollando con la agencia  de cooperación internacional de Japón: JICA, que es una ejemplificación de ayuda bilateral en la cual por medio de una labor de coordinación con el CNREE se desarrollan proyectos en diferentes zonas, buscando la inclusión en la comunidad de las personas con discapacidad.
Proyecto Kaloie
En este tema es importante mencionar la estrategia de abordaje que promueve el CNREE, la Rehabilitación Basada en la Comunidad (RBC), que se puede definir de la siguiente manera:
La RBC, es una estrategia de desarrollo comunitario, que tiene implícitas la equiparación de oportunidades y la reducción de la pobreza en procura de la construcción de comunidades inclusivas, en las que todas las personas, incluyendo las personas con discapacidad, puedan participar activamente de la vida social, política, económica y cultural de la comunidad. 

Dentro del marco del Proyecto Kaloie, actualmente existen tres comunidades que han conformado comisiones locales de RBC, una en Térraba, creada en el 2008, las otras dos en las comunidades de Puerto Jiménez y San Vito, ambas creadas en el año 2009; sobre el desarrollo de esta estrategia se han realizado otras acciones importantes para su implementación en la Región Brunca.

Como estrategia, su propuesta central es la organización y articulación de todos los actores sociales presentes en una comunidad con participación activa de las personas con discapacidad, sus familias y organizaciones y como esta procura desarrollo para todas las personas; la RBC debe ser entendida como Desarrollo Inclusivo Basado en Comunidad.



Cooperación internacional para el cumplimiento de los derechos de las personas con discapacidad.








Acercamiento al informe país acerca del cumplimiento de la Convención Internacional de los derechos de las personas con discapacidad.
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Los resultados electorales  2010-2014, muestran una coyuntura en el cual el tema discapacidad ha tomado una importancia mayor, se analiza que ni el Estado ni los partidos políticos han respondido correctamente al fenómeno, lo que se convierte en una excelente oportunidad para el CNREE de consolidar su accionar.





Rectoría: La débil rectoría política y poca capacidad para la fiscalización que el marco legal de creación le dio al CNREE, es lo que en la actualidad se está en una etapa de  consolidación y modernización institucional, lo cual es fundamental para la búsqueda de la mejora de la calidad de vida de todas las personas.  Su fortalecimiento legal y sus acciones tienen que reflejar el cambio en el paradigma en el abordaje del tema. 
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